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Pereira,  cuatro (4) de noviembre de dos mil dos mil dieciséis (2016)

Hora: 8:39 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado, contra la determinación adoptada por el Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, en la audiencia preparatoria que se adelantó el 20 de junio de 2014, en la cual se admitieron como pruebas de la FGN, las siguientes: i) testimonio y documentos a introducir con William Rodríguez Perdomo; ii) testimonio y documentos a introducir con  Paola Andrea Ortiz; y iii) orden de allanamiento y registro.
2. SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO ORIGEN AL PRESENTE RECURSO.
2.1 Luego de cumplirse las audiencias preliminares en el presente proceso, la FGN presentó el respectivo escrito de acusación con sus anexos, donde relacionó las pruebas de orden testimonial y los demás elementos materiales probatorios y evidencia que sustentaban la acusación. En ese escrito se relacionaron expresamente las siguientes pruebas: i) se solicitó el testimonio de William Rodríguez Perdomo, investigador de la SIJIN y de Paola Andrea Ortiz Ortiz perito en dactiloscopia de la misma entidad; 2) se pidió como prueba documental el acta de allanamiento anexa al informe ejecutivo del 19 de noviembre de 2012.

2.2 En la audiencia preparatoria del juicio oral que se llevó cabo el 20 de junio de 2014, se cumplieron las siguientes actuaciones relevantes frente a la decisión que debe adoptar esta Sala:
2.3 El delegado de la FGN enunció los EMP que pretendía hacer valer en el juicio. Se refirió a su pertinencia y conducencia así:
· PRUEBAS TESTIMONIALES: Solicitó la declaración de los investigadores judiciales Jhovani Villota Galvez, José Osvaldo Cardona García, Yuber Alexánder Ramírez Cuchivaguen, Veylin Yowandy Tavera Luna y William Rodríguez Perdomo. En lo relativo al último de los nombrados expuso que se referiría a las actividades investigativas que adelantó en el presente caso.
· En lo relativo a Paola Andrea Ortíz Ortíz, perito en dactiloscopia de la SIJIN, expuso que comparecería al juicio para sustentar el dictamen sobre el cotejo que realizó con base en la tarjeta de preparación de la Registraduría Nacional del Estado Civil; el procedimiento que realizó y sus resultados.
· PRUEBAS DOCUMENTALES: Enunció como prueba el álbum fotográfico de la diligencia de registro y allanamiento adelantada, así como la orden emitida al respecto, que sería introducida a  través de Jhovani Villota Galvez, José Osvaldo Cardona García y Yuber Alexánder Ramírez Cuchivaguen.

· El delegado de la FGN dijo que con los testigos antes citados también se introducirían al juicio diversas pruebas documentales así: el acta de registro y allanamiento, álbum fotográfico de esa diligencia; acta de derechos del capturado, fotocopia del documento de identidad, constancia de verificación de derechos, constancia de anotaciones judiciales en relación con la captura del acusado. Se refirió a dos informes que presentaron esos investigadores, indicando que serían usados para refrescar memoria e impugnar credibilidad de testigos en el juicio.
· Mencionó el informe rendido por William Rodríguez Perdomo, que sería usado para refrescar memoria o impugnar credibilidad de ser necesario, que incluía la tarjeta de preparación de cédula del acusado; una fotografía que tomó, un dictamen de plena identidad y su registro dactilar.

· Hizo referencia al informe de investigador de laboratorio del 23-12-2012, que sería ingresado con la testigo de acreditación Paola Andrea Ortíz Ortíz, el cual incluía el registro decadactilar y tarjeta de preparación de cédula, como base de la opinión pericial de la citada experta, a efectos de establecer la plena identidad del acusado.
2.4 El Defensor intervino para solicitar que el fiscal aclarara si el informe de registro y allanamiento lo requería como EMP, o simplemente con el fin de refrescar memoria o impugnar credibilidad. El delegado de la FGN explicó que ese documento podía ser usado como un EMP que sustentara la declaración de los los investigadores.

El defensor igualmente solicitó que el fiscal informara si iba a introducir como EMP el acta de derechos del capturado; la fotocopia de su documento de identidad y la constancia de verificación de registros y anotaciones. El fiscal contestó afirmativamente manifestando que hacían parte de las labores de investigación y que con esas evidencias se demostraría entre otros hechos, la plena identidad del acusado entre otras.

El representante del acusado preguntó sobre la solicitud de introducción de la actuación cumplida en las audiencias preliminares. El fiscal aclaró que se habían aportado para comprobar que esos trámites se habían adelantado de manera legal.
2.5 Seguidamente el defensor solicitó la exclusión de las siguientes pruebas pedidas por el delegado de la FGN:

· El testimonio y los documentos que se iban a introducir con el investigador William Rodríguez Perdomo, y el testimonio de la perito Paola Andrea Ortiz Ortiz a efectos de establecer la plena identidad del procesado. Para el efecto expuso que lo que se pretendía probar con esos funcionarios era reiterativo, ya que se podía demostrar con los testimonios de Jhovani Villota Galvez, José Osvaldo Cardona García y Yuber Alexánder Ramírez Cuchivaguen. 
· La orden de allanamiento y registro, ya que se trataba de un asunto que sido examinado en las audiencias preliminares adelantadas en el proceso.
· Luego aclaró que su solicitud  era que se inadmitieran esas pruebas y no que se excluyeran.
3. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO.

3.1 El juez de conocimiento expuso lo siguiente:

· Los documentos enunciados por el delegado de la FGN, son informes que el fiscal podrá utilizar con el fin de refrescar memoria o impugnar la credibilidad de los testigos.

· En lo relativo a la orden de allanamiento y registro que se practicó expuso que si bien es cierto se verificaron esas actuaciones ante los juzgados de control de garantías en razón de la captura del procesado, se trata de documentos que la FGN puede usar refrescar la memoria de los testigos que intervinieron en ese procedimiento o para impugnar su credibilidad.

· En cuanto al testimonio de Paola Andrea Ortiz Ortiz, expuso que si bien era cierto que se iba a introducir ese documento con otro investigador, igualmente se requería de la presencia de la citada perito a fin de controvertir la prueba sobre la plena identidad del acusado y los documentos que se iban a incorporar en el juicio. 
· Igualmente expuso que cuando los fiscales solicitan tres o cuatro testimonios de investigadores no siempre van a comparecer todos al juicio, ya que basta con la presencia de uno de ellos para que se incorporen o acrediten ciertos documentos, y los delegados de la FGN suelen desistir de los demás testimonios toda vez que van a ser reiterativos. En ese orden de ideas, teniendo en cuenta las contingencias que se presentan en los juicios no sería procedente restringir al delegado del ente acusador a un solo testigo, ya que además de no ser posible su comparecencia sería necesario aplazar el juicio.
3.2 El A quo, decretó todas las pruebas pedidas por la FGN.
Por lo tanto negó la solicitud de inadmisión que presentó la defensa.

3.3  El representante del acusado interpuso el recurso de apelación.

4. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.

4.1 DEFENSOR (recurrente)

· En lo relativo a la orden de allanamiento el fiscal dijo que la iba a introducir como EMP. El juez dijo que esa evidencia era para refrescar memoria. El fiscal debe determinar qué va a hacer con esa prueba que no debe ingresar al juicio, ya que se trata de una actuación que fue examinada en una audiencia preliminar y no se trata de revivir discusiones sobre temas ya superados pues lo que se debate es la responsabilidad del acusado.
· Para introducir el documento sobre la plena identidad del procesado no se requiere de cinco testigos. Se trata de una prueba reiterativa. Por lo tanto se debe inadmitir el testimonio de la perito Paula Andrea Ortiz y el del investigador Rodríguez Perdomo, ya que basta con la declaración de alguno de los otros tres investigadores citados por el delegado de la FGN.
4.2 DELEGADO FGN (No recurrente)

· La defensa busca dilatar el trámite del proceso, ya que en razón de su conducta se ha aplazado la audiencia preparatoria en varias oportunidades. 

· La orden de allanamiento y registro hace parte de la legalidad de la actuación cumplida por los investigadores y debe ser conocida por el juez que preside el juicio. La defensa igualmente pudo haber buscado al delegado de la FGN para que se estipulara sobre ese hecho. 

· La perito Ortiz y el investigador Rodríguez Perdomo deben comparecer al juicio para sustentar la prueba sobre la plena identidad del procesado. La defensa igualmente pudo estipular ese hecho. Los investigadores que participaron en el registro domiciliario identificaron a unas personas. El investigador adscrito a su despacho confirmó la plena identidad del detenido y adelantó otras labores investigativas. Esos EMP fueron analizados por la perito Ortiz para rendir su dictamen y para comprobar la plena identidad del acusado, lo que se conocerá en el juicio con  su testimonio. Por lo tanto no se trata de pruebas reiterativas.

· Solicita que se confirme la decisión recurrida.

5. CONSIDERACIONES LEGALES.
5.1 Consideración inicial:

En reciente decisión CSJ SP del 27 de julio de 2016, radicado 47469, se hizo mención de la posición que había mantenido esa Corporación sobre la procedencia del recurso de apelación contra el auto que admitía pruebas en la audiencia preparatoria. En ese sentido se dijo lo siguiente:

“(…)
Previo al examen del caso concreto que obliga a esta Colegiatura a declarar la nulidad dentro del presente evento, resulta necesario revisar lo que esta Sala ha venido señalando en relación con la posibilidad de impugnar el auto que admite u ordena la práctica de pruebas, para lo cual oportuno es realizar las siguientes acotaciones:

La jurisprudencia de esta Corporación frente al tema de debate no ha sido pacífica, pues, en decisiones CSJ SP, 30 Nov. 2011, Rad. 37298 y CSJ SP, 20 Mar. 2013, Rad. 39516, indicó con claridad que el auto que acepta una prueba no admite recursos; sin embargo, en otras oportunidades, como CSJ SP, 13 Jun. 2012, Rad. 36562, CSJ SP, 26 Sep. 2012, Rad. 39048 y CSJ SP, 22 May. 2013, Rad 41106, resolvió el tema de manera totalmente opuesta.  
La Corte, en determinación del 13 junio de 2012
, que se estima la vigente, señaló lo siguiente: 
“Un nuevo análisis del tema, lleva a la Sala a reconsiderar esta postura, y adoptar como postulado jurisprudencial  que el recurso de apelación procede no solo contra las decisiones que niegan la práctica de la prueba (trátese de exclusión, inadmisión o rechazo), sino también contra las que ordenan su aducción, admisión o aceptación, y que la concesión del recurso debe hacerse en el efecto suspensivo.
 
Esto, atendiendo a una interpretación sistemática del modelo de enjuiciamiento acusatorio, comprensiva de un estudio correlacionado de los artículos 20 y 359 con los artículos 176, 177 y 363 ejusdem, como también del papel que debe cumplir la audiencia preparatoria en este sistema y la necesidad de asegurar la realización de los principios de depuración y eficacia probatoria.
 
(…) 

El mismo precepto, en el inciso segundo, incluye como decisión contra la que procede el recurso de apelación en el efecto devolutivo, el auto que admite la práctica de la prueba anticipada (estipulación sexta), precepto del que igualmente se establece que la regla acogida por los estatutos procesales anteriores, en los que el derecho de impugnación solo procedía contra las decisiones que negaban pruebas, no es la que preside el modelo de enjuiciamiento acusatorio.

(…)
 
Dicha variante encuentra su razón de ser en el carácter esencialmente adversarial del nuevo sistema, que determina que la iniciativa probatoria se concentre en cabeza de las partes (ente acusador y defensa), con exclusión del juez, quien asume la condición de árbitro, y que ambas tengan derecho no solo en que se incluyan o practiquen las pruebas que aducen en apoyo de su teoría del caso, sino de oponerse a las que postula la parte contraria. ...”    
 
Ahora bien, en el precedente citado al inicio (CSJ SP 27 de julio de 2016, radicado 47469) el órgano de cierre en materia penal, decidió reformular la tesis sobre la procedencia del recurso de apelación frente al auto que admite la práctica de una prueba en la audiencia preparatoria, que sólo puede ser atacado por la vía  del recurso horizontal de reposición.  En ese sentido se expuso lo siguiente:
(…)
Corolario de lo antedicho, ninguna mengua sufre la estructura del sistema acusatorio, o los derechos a la doble instancia y contradicción, cuando el legislador, en ejercicio del poder de configuración que le asiste, reflejado en la normatividad traída a colación en esta providencia, decidió que solo se puede apelar el auto que deniega o imposibilita la práctica de una prueba –no el que la concede-; más aún, si en cuenta se tiene, de cara a los límites de esa facultad,  que no se aprecia i) un atentado a los fines del Estado, tales como  la justicia o la igualdad, ii) violación a los derechos fundamentales de las partes, iii) desconocimiento  de los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la definición de las formas e, iv) imposibilidad de la realización material de los derechos y de primacía del derecho sustancial sobre las formas, conforme lo ha señalado la Corte Constitucional (CC C-227/09).

Precisamente, en torno de los fines que gobiernan la práctica de pruebas y su naturaleza de medios encaminados a demostrar la particular teoría del caso de las partes, observa la Sala cómo, dentro del necesario balanceo obligado de hacer en la determinación de cuál es la mejor manera de adelantar el proceso y los sacrificios que ello implica, con la decisión legislativa de conceder el recurso de apelación solo para la decisión que deniega pruebas, se obtiene un resultado mejor que en caso de aceptarlo en general.
(…) 
Así las cosas, para la Sala respecto del auto que admite pruebas (numeral 4° del artículo 177 de la Ley 906 de 2004), únicamente procede el recurso de reposición, mientras que contra el que deniega o imposibilita la práctica de las mismas, sí es dable promover el de apelación.” (Subrayas fuera del texto original). 
5.1.1. Pese a que del precedente antes citado se desprende en principio que no sería procedente dar trámite al recurso de apelación propuesto, por haberse recurrido un auto que admitió la práctica de pruebas pedidas por el delegado de la FGN, que en atención al precedente antes citado sólo podría ser controvertido a través del recurso de reposición, se estima que con base en la línea de jurisprudencia vigente para la fecha de la decisión impugnada, se debe decidir el recurso propuesto por la defensa.
5.2 Con base en la decisión adoptada por el juez de primer grado y los fundamentos del recurso propuesto que se centraron implícitamente en controvertir la decisión del juez de primer grado de admitir como prueba el acta de la mencionada diligencia de allanamiento y la prueba testimonial o pericial relacionada con la constatación de la identidad del procesado, se hacen las siguientes consideraciones:
5.2.1 En el presente caso el juez de conocimiento decretó como prueba de la FGN el acta de allanamiento
 que según se desprende de lo anexado al expediente corresponde a la diligencia que se adelantó en el predio “La Divisa”, vereda ” La Cima” del municipio de Dosquebradas
 que dio lugar a la captura de Didier Fabián Álvarez Castaño y José Alirio Espinosa Morales, conforme a la audiencia preliminar adelantada el 20 de noviembre de 2012 en el Juzgado 1º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira.
 
Igualmente admitió la prueba correspondiente a la demostración de la plena identidad del señor Espinosa Morales, sobre la cual obra: i) un informe de investigador de laboratorio firmado por la perito en dactiloscopia Paola Andrea Ortiz Ortiz
;y ii) un documento de la SIJIN sobre la reseña practicada al mismo ciudadano. 

5.2.2 El censor considera que en lo relativo a la demostración de la plena identidad del señor José Alirio Espinosa Morales, no era necesario que comparecieran los investigadores Jhovani  Villota Galvez, José Osvaldo Cardona García y Yuber Alexánder Ramírez Cuchivaguen, William Rodríguez Perdomo, fuera de la perito Paola Andrea Ortiz Ortiz.

Sin embargo el juez de primer grado consideró que pese a que la FGN podía introducir el documento relacionado con la demostración de la plena identidad del sentenciado, con alguno de estos investigadores, igualmente se requería de la presencia de la citada perito, en caso de que se controvirtiera la prueba pericial que se pretendía aducir con la citada profesional en dactiloscopia.

En ese orden de ideas se considera que hubo un mal entendimiento de la defensa sobre el ordenamiento probatorio del A quo, que no aparece dirigido a que los cuatro investigadores mencionados declaren sobre el mismo hecho, sino a que eventualmente alguno de ellos pueda declarar sobre la reseña que le practicó la SIJIN al señor Espinosa Morales, que fue el fundamento del dictamen de dactiloscopia solicitado por el delegado de la FGN.
.

En lo relativo a la comparecencia de la PT. Ortiz Ortiz durante el juicio, se considera que esa petición probatoria de la FGN se debe entender dentro del marco de lo previsto en el artículo 412 del C.P.P. según el cual: “Las partes solicitarán al juez que haga comparecer a los peritos al juicio oral y público, para ser interrogados y contrainterrogados en relación con los informes periciales que hubiesen rendido o para que los rindan en la audiencia” 
Por lo tanto, de acuerdo a esa norma, existía un interés legítimo de la FGN exteriorizado desde el escrito de acusación, para que la mencionada patrullera compareciera al juicio a explicar los fundamentos de la conclusión de su estudio, según el cual: “las impresiones dactilares obrantes en el documento relacionado en el ítem No. 3.1 se establece que pertenecen a JOSÉ ALIRIO ESPINOSA MORALES C.C. 18.524.123., ya que precisamente esa era la manera de introducir el citado dictamen al juicio, siguiendo las reglas previstas en los artículos 413 y ss. del CPP, fuera de que el artículo 375 ibídem, al referirse a los factores de pertinencia de la prueba, establece que uno de ellos es la prueba de “la identidad o la responsabilidad penal del acusado”, situaciones que llevan a confirmar la decisión de primera instancia en ese aspecto puntual.
5.3 En lo que atañe a la segunda determinación protestada por el defensor, se debe tener en cuenta que su argumento central es que la evidencia contenida en el acta de allanamiento del inmueble donde se dio captura al procesado, sólo podía tener injerencia frente a las actuaciones que se adelantaron en las audiencias preliminares, por lo cual su admisión significaba en la práctica que se reviviera un debate ya superado, ya que la controversia probatoria propia del juicio se centraba en la definición de la responsabilidad del procesado.

5.3.1 Al examinar las solicitudes probatorias de la FGN, se advierte que en la audiencia preparatoria su delegado se refirió a la pertinencia y conducencia de esa prueba, manifestando que con los Investigadores judiciales Jhovani Villota Galvez, José Osvaldo Cardona García y Yuber Alexánder Ramírez Cuchivaguen se introducirían al juicio diversas pruebas documentales así: el acta de registro y allanamiento, álbum fotográfico de esa diligencia; acta de derechos del capturado, fotocopia del documento de identidad, constancia de verificación de derechos, constancia de anotaciones judiciales en relación con la captura del acusado. Se refirió a dos informes que presentaron esos investigadores, indicando que serían usados para refrescar memoria e impugnar credibilidad de testigos en el juicio.

Ante una pregunta del defensor el fiscal explicó que el informe sobre el registro y allanamiento podía ser usado como un EMP que sustentara la declaración de los citados investigadores.

5.3.2 El A quo consideró que la prueba documental correspondiente a las actuaciones adelantadas en este caso ante jueces con función de control de garantías, podía ser admitida para el juicio, ya que se trataba de documentos que la FGN podía utilizar para refrescar la memoria de los testigos que intervinieron en ese procedimiento o para impugnar su credibilidad.
5.3.3 En lo que atañe a esta determinación específica del juez de conocimiento, se debe tener en cuenta que la audiencia preparatoria fue estatuida como el acto procesal en el cual el Juez de conocimiento resuelve las solicitudes probatorias elevadas por las partes, teniendo en cuenta los criterios de pertinencia, y admisibilidad, siempre orientados a obtener el convencimiento del sentenciador más allá de duda razonable sobre los hechos y circunstancias materia de juicio y los de la responsabilidad del acusado, como autor o partícipe. En ese sentido el artículo 357 del CPP, dispone que las partes pueden probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente decidan y que sean debidamente aducidos al proceso.
De otro lado, el canon 375 del mismo estatuto indica expresamente como criterio de pertinencia, que el elemento material probatorio, la evidencia física y el medio de prueba debe referirse directa o indirectamente y entre otros aspectos a: “los hechos o circunstancias relativos a la comisión de la conducta delictiva”.

5.3.4 La SP de la CSJ ha indicado que en punto de la valoración de pertinencia de la prueba, el fallador está en el deber de realizar un juicio de valor relacionado con el thema probandi, el problema de investigación o las hipótesis planteadas por las partes, en los siguientes términos:  

“…Frente a las solicitudes probatorias  el juez de conocimiento lo primero que debe evaluar es si el medio cognoscitivo resulta pertinente en relación con el thema probandi, con el problema de investigación,  o,  si se quiere,  con las hipótesis de las partes,  vale decir, la relación ontológica del hecho materia de prueba con la norma penal que la fiscalía invoca como violada por el acusado.  En segundo lugar si es admisible, en el entendido de que todo lo pertinente puede no ser admisible; debiendo además verificar si aquello que se solicita  fue debidamente descubierto, y si el proceso de su búsqueda, consecución y aseguramiento fue legal. 
En relación con la pertinencia hay que tener en cuenta lo previsto en la parte final  del artículo 375, norma según la cual, la prueba “También es pertinente cuando sólo sirve para hacer más probable o menos probable uno de los hechos o circunstancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o de un perito.”

Así, en el juicio de pertinencia, está autorizado extenderse, entre otros tópicos, a los aspectos relacionados con la credibilidad del testigo o del perito, con el objetivo, precisamente de impugnarla; como un ejercicio válidamente reconocido del principio de contradicción; que consiste, además en la posibilidad de cuestionar al testigo como fuente confiable de información…”
 
5.3.5 En el caso sub-examine, del contexto fáctico y jurídico del escrito de acusación se deduce que el señor Espinosa Morales, fue acusado como coautor de la violación del artículo 376 del C.P., bajo la inflexión verbal “conservar”, por lo cual el acta de la diligencia de allanamiento efectuado en la finca “La Divisa” de la vereda “La cima”, a través de alguno de los investigadores que participaron en ese operativo, viene a ser una evidencia que puede sustentar la hipótesis o teoría presentada por el ente acusador, lo que la convierte en una solicitud pertinente y admisible. 
Debe tenerse en cuenta de igual forma que el delegado de la Fiscalía cumplió con la carga procesal de explicar su pertinencia, manifestando que su objeto era el de sustentar el testimonio de los funcionarios de policía que rendirían su declaración en el juicio, lo que según la jurisprudencia puntual de la SP de la CSJ, hace que el elemento de conocimiento esté inescindiblemente ligado a los intereses soportados en la teoría del caso.

5.3.6 Por las razones antes enunciadas se confirmará la decisión recurrida en lo relativo a la admisión en juicio de la citada prueba documental.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RIOS VASQUEZ SECRETARIA.
Secretaria 
� Folio 3


� Apartes inaudibles a partir de H.00.00.20 


� Inaudible en algunos de sus  apartes 


� CSJ SP, 13 Jun. 2012, Rad. 36562


� Documento no anexado que sin embargo aparece mencionado en el acápite de pruebas  documentales  del escrito de acusación. Folio 3 


� Folio 5


� Folios 6 a 8  


� Folios 9 y 10   


� Folios 11 a 12  


� Decisión de segunda instancia. 13 de junio de 2012. Radicado 36562. M.P. José Leonidas Bustos Martínez. 





� “…Al efecto, para concentrarnos apenas en el tema de la solicitud probatoria, para la parte que demanda allegar un determinado medio de prueba a la audiencia de juicio oral, corre como carga procesal aquella de argumentar en torno de su pertinencia y conducencia, esto es, para decirlo en términos elementales, dar a conocer claramente cuál es su objeto, o mejor, qué se pretende, de manera general, demostrar con ese medio, dentro del espectro preciso de la teoría del caso que sustenta su posición dentro del proceso.  El cariz particular, único o individual de la prueba solicitada por los contradictores en el juicio, surge indubitable de lo dispuesto por el artículo 357 del C. de P.P., en cuanto dispone que la palabra se concede a la fiscalía y luego a la defensa, en aras de que soliciten las pruebas requeridas para “sustentar su pretensión”. En otros términos, lo requerido como elemento suasorio se halla inescindiblemente ligado a los intereses, soportados en una específica teoría del caso, de cada parte, los cuales, por razones obvias, las más de las veces reflejan controversia o disonancia entre ellos. Decisión de segunda instancia del 26 de octubre de 2007. Proceso Rad. 27.608. M.P. Sigifredo Espinosa Pérez.
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